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BASE DE DATOS NORMACEF FISCAL Y CONTABLE 
 
Referencia: NFJ054299 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CASTILLA Y LEÓN (Sede en Burgos) 
Sentencia 177/2013, de 11 de abril de 2013 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
Rec. n.º 155/2012 
 
SUMARIO: 
 

ITP y AJD. Beneficios fiscales. Beneficios fiscales establecidos en leyes especiales. Subrogación y 
modificación de préstamos hipotecarios. Equiparación entre préstamos y créditos. La exención prevista 
en el art. 9 párrafo primero de la Ley 2/1994 (Subrogación y modificación de préstamos hipotecarios) 
comprende los créditos hipotecarios. Si la Ley 2/1994 se refiere a ambos, según voluntad del legislador, y 
el art. 45 RDLeg. 1/1993 (TR Ley ITP y AJD) se remite a las bonificaciones de dicha ley, resulta que se 
remite a las bonificaciones de dicha ley, tal y como las ha entendido el legislador, lo que por lo demás 
dejando a un lado las deferencias teóricas es acorde a la realidad de cómo se entienden y aplican ambas 
figuras jurídicas. Con ello no nos situamos ante un supuesto de extensión por analogía de una norma a un 
supuesto similar sino que estamos aplicando una interpretación de la exención realizada por el propio 
legislador en las exposiciones de motivos de las normas, interpretación auténtica de la que resulta su clara 
voluntad de equiparar, en las reformas sucesivas de la Ley 2/1994, el tratamiento de los préstamos y 
créditos hipotecarios. [Vid., en el mismo sentido, STS, de 24 de abril de 2014, recurso nº 3408/2013 
(NFJ054292), que resuelve el recurso interpuesto contra esta sentencia]. 

 
PRECEPTOS: 
 

RDLeg. 1/1993 (TR Ley ITP y AJD), arts. 15 y 45.I.B.15. 
RD 828/1995 (Rgto ITP y AJD), art. 25. 
Ley 2/1994 (Subrogación y modificación de préstamos hipotecarios), art. 9. 
Ley 230/1963 (LGT), art. 23.3. 

 
PONENTE: 
 

Don Luis Miguel Blanco Domínguez. 
 
 
 

SENTENCIA 
 
 En la ciudad de Burgos, a once de Abril de dos mil trece. 
 
 En el recurso número 155/12, interpuesto por ARAN 4 PROMOTORA, S.L., representado por la 
Procuradora Sra. Claudia Villanueva Martínez y defendido por el Letrado Sr. Alfonso S. Holgado Mediavilla, contra 
Resolución del TEAR de C. y L. Sala de Burgos, de fecha 27/02/12, reclamación 9/37/11 y acumulada la 9/795/11, 
sobre ITP y AJD, habiendo comparecido, como parte demandada la JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN, representada 
y defendida por el Sr. Letrado de la Junta en virtud de la representación que por ley ostenta. 
  

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 Primero. 
 
  Por la parte demandante se interpuso recurso contencioso-administrativo ante esta Sala el día 4/05/12. 
Admitido a trámite se dio al mismo la publicidad legal y se reclamó el expediente administrativo; recibido se confirió 
traslado al recurrente para que formalizara la demanda, lo que efectuó en legal forma por medio de escrito de 
fecha 16/07/12, que en lo sustancial se da por reproducido y en el que terminaba suplicando se dicte Sentencia 
por la que: "se declare la nulidad o anulabilidad de las resoluciones impugnadas, declarando su disconformidad a 
derecho, dejando sin efecto la liquidación practicada, con todo lo demás que sea procedente en Derecho, y con 
expresa imposición de las costas a la parte demandada."  
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 Segundo. 
 
  Se confirió traslado de la demanda por término legal a la administración demandada, quien contestó a 
medio de escrito de 7/09/12, oponiéndose al recurso y solicitando su desestimación en base a los fundamentos 
jurídicos que aduce.  
 
 Tercero. 
 
  Una vez dictado Decreto de fijación de cuantía, y recibido el recurso a prueba se practicó con el resultado 
que obra en autos, y habiendo solicitado las partes la presentación de conclusiones escritas, se evacuó traslado 
para cumplimentar tal trámite, quedando el recurso concluso para sentencia, y no pudiéndose dictar ésta en el 
plazo de diez días previsto en el art. 67.1 de la Ley 29/98 , al existir recursos pendientes de señalamiento para 
Votación y Fallo con preferencia, y puesto que el art. 64.3 de la misma Ley , establece que tal señalamiento se 
ajustará al orden expresado en el apartado 1 del artículo anterior y existiendo en la Sala recursos conclusos de 
fecha anterior, y por tanto con preferencia para efectuar su señalamiento al de este recurso, quedaron los autos 
pendientes de señalamiento de día para Votación y Fallo, para cuando por orden de declaración de conclusos 
correspondiese, habiéndose señalado el día 10 de abril de 2013 para votación y fallo, lo que se efectuó. Se han 
observado las prescripciones legales en la tramitación de este recurso.  
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 Primero. 
 
  Se recurre la Resolución dictada por el Tribunal Económico Administrativo Regional de Castilla y León, 
Sala de Burgos, de fecha 27 de febrero de 2012 que desestima la reclamación número 9/37/2011 y estima la 
acumulada a ella número 9/795/2011 interpuesta por la entidad "Aran 4 Promotora, S.L." contra el acuerdo de la 
Oficina Liquidadora de Aranda de Duero por el que se desestima el recurso de reposición presentado contra la 
liquidación 09-IADD-TPA-LAJ-10-000099 girada por la modalidad de actos jurídicos documentados por importe a 
ingresar de 60.742,47 euros y contra la resolución del expediente sancionador derivado de la liquidación 
anteriormente indicada por importe de 29.592,90 euros.  
 El Tribunal Económico Administrativo confirma la liquidación girada por la oficina gestora y anula la 
sanción impuesta al entender que concurre una interpretación razonable de la norma. 
 
 Segundo. 
 
  La parte actora interpone recurso para que se deje sin efecto la Resolución recurrida y con ella la 
liquidación girada por la Administración al entender que la modificación del crédito hipotecario está exenta.  
 Defiende la recurrente la aplicación del artículo 45.I.c) del Texto Refundido de la Ley del Impuesto de 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1993 que 
establece: C) Con independencia de las exenciones a que se refieren los apartados A) y B) anteriores, se 
aplicarán en sus propios términos y con los requisitos y condiciones en cada caso exigidos, los beneficios fiscales 
que para este impuesto establecen las siguientes disposiciones:  
 
  24. La Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de préstamos hipotecarios .  
 Y, consecuentemente sería de aplicación la bonificación prevista en el artículo 9 de la Ley 2/1994 de 30 de 
marzo sobre subrogación y modificación de prestamos hipotecarios que establece: "Estarán exentas en la 
modalidad gradual de Actos Jurídicos Documentados las escrituras públicas de novación modificativa de 
préstamos hipotecarios pactados de común acuerdo entre acreedor y deudor, siempre que el acreedor sea una de 
las entidades a que se refiere el artículo 1 de esta Ley y la modificación se refiera a las condiciones de tipo de 
interés inicialmente pactado o vigente, a la alteración del plazo, o a ambas".  
 
 Por su parte la Administración demandada defiende la conformidad a derecho de la Resolución 
impugnada. 
 
 Tercero. 
 
  A los efectos de resolver el presente recurso, debemos destacar los siguientes antecedentes que resultan 
del expediente administrativo y no son objeto de controversia.  
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 1.- En fecha 25 de febrero de 2008 se formalizó escritura pública de concesión de un crédito con garantía 
hipotecaria por la Caja de Ahorros y Pensiones de Barcelona, "La Caixa" a la compañía mercantil actora hasta un 
límite máximo de 4.500.000 de euros. 
 2.- En fecha 26 de febrero de 2010 se otorga escritura pública por la que se modifica el crédito anterior, 
presentándose la autoliquidación por el Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados como exenta. 
 3.- Por la oficina liquidadora de Aranda de Duero se abrió expediente de comprobación limitada que, tras 
la oportuna tramitación, concluyó con la liquidación 09-IADD-TPA-LAJ-10-000099 practicada por el concepto de 
Actos Jurídicos Documentados al entender que la exención no era procedente. 
 Paralelamente, y derivada de tales actuaciones se tramitó expediente sancionador que concluyó con la 
resolución por la que se le imponía una sanción por importe de 29.592,90 euros. 
 4.- Frente a la liquidación y sanción se interpusieron por la interesada sendas reclamaciones económico 
administrativas que fueron resueltas en el sentido ya expuesto por la Resolución que aquí se recurre. 
 
 Cuarto. 
 
  La cuestión que se plantea en este recurso, una vez anulada la sanción impuesta, consiste en determinar 
si la modificación del crédito hipotecario está exenta del pago del Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados, 
que es lo que entiende el actor, o, por el contrario, debe tributar por tal concepto, que es lo que entiende la 
Administración, de conformidad con el criterio de la Dirección General de Tributos de 22 de agosto de 2007  
 En relación al debate que se suscita en este recurso, hay que recordar que el mismo ya ha sido analizado 
por esta Sala en la Sentencia de 18 de enero de 2013, recurso 33/12 , entre otras, cuyos razonamientos deben 
mantenerse en aplicación de los principios de unidad de doctrina y de seguridad jurídica, al no encontrar motivos 
suficientes para modificarlos.  
 En efecto dice la indicada Sentencia en el Fundamento de Derecho Tercero, remitiéndose a la dictada por 
la Sala de Galicia de fecha 25 de Junio del 2012, recurso: 15536/2011 , Ponente: Juan Selles Ferreiro, que 
transcribe, que: " La cuestión en torno a la que gira el presente procedimiento ordinario es de carácter meramente 
jurídico y estriba en determinar si a los créditos hipotecarios les es de aplicación la exención prevista en el art. 9 
párrafo primero de la Ley 2/1994 de 30 de marzo sobre Subrogación y Modificación de Préstamos Hipotecarios , a 
la que remite el art. 45.1.c) del Real Decreto legislativo 1/1993 por el que se aprueba el Texto Refundido de la ley 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados en relación con la novación de 
los préstamos hipotecarios y su tributación por el gravamen gradual de la modalidad de actos jurídicos 
documentados.  
  La resolución del Tribunal Económico - Administrativo Regional de Galicia, en exigua fundamentación, 
inaplica la exención con base en lo dispuesto en el art. 14 de la Ley 58/2003, de 17 Diciembre General Tributaria 
que proscribe la analogía en el ámbito de los beneficios fiscales por entender que la citada exención se 
circunscribe a los préstamos hipotecarios y no a los créditos.  
  A fin de centrar el debate y en una interpretación histórica de los preceptos de aplicación conviene hacer 
una síntesis de las distintas modificaciones legislativas que se han ido produciendo en esta materia.  
  Así, la exposición de motivos de la Ley 2/1994 revela que su finalidad consiste en permitir a los 
prestatarios beneficiarse de la bajada de tipos de interés en el mercado, posibilidad obstaculizada tanto por la 
fuerte comisión por amortización anticipada impuesta contractualmente por las entidades crediticias como por la 
duplicación de gastos que implica la cancelación de un crédito hipotecario y la constitución de otro nuevo. A salvar 
estos obstáculos tiende la Ley facilitando la novación modificativa del préstamo hipotecario, dado el insuficiente 
régimen contenido en el art. 1211 CC , y diferenciando dos situaciones: la novación con y sin consentimiento de la 
entidad prestamista. Para ambos casos la Ley reducía la comisión por cancelación anticipada y permitía bajar el 
tipo de interés, y en la novación de común acuerdo, además, alterar el plazo.  
  Se declaraba la exención del impuesto de AJD de la escrituras (con la consiguiente modificación del art. 
45 .1 de la Ley de ITPyAJD ) y se establecía una nueva fórmula para el cálculo de los honorarios notariales y 
registrales más beneficiosa para el prestatario.  
  Si bien durante su articulado la Ley se refiere únicamente en su literalidad a los préstamos hipotecarios, 
cuya mención aparece en su propio título, en la exposición de motivos ya se dice , textualmente : El descenso 
generalizado de los tipos de interés experimentado en los últimos meses ha repercutido, como es lógico, en los de 
los préstamos hipotecarios, y parece razonable y digno de protección que los ciudadanos que concertaron sus 
préstamos con anterioridad a la bajada de los tipos puedan beneficiarse de las ventajas que supone este 
descenso. Pero, por otra parte, la situación de estos prestatarios se ve agravada por la concurrencia de una doble 
circunstancia, que determina la inviabilidad económica del cambio de hipoteca : la fuerte comisión por 
amortización anticipada, impuesta por las entidades crediticias al tiempo de otorgar el contrato y la duplicación de 
gastos que implican la cancelación de un crédito hipotecario y la constitución de otro nuevo.  
  De ello se desprende que en la mens legis se contemplan , como análogos , ambos contratos de forma 
indistinta y ello con independencia de que la expresión utilizada en el articulado haga referencia preeminente al 
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préstamo hipotecario, contrato que , si bien es distinto en cuanto a su contenido cumple la misma finalidad desde 
el punto de vista financiero.  
  Tras una reforma por Ley 14/2000, de 29-12 , que no implicó ninguna novedad en lo que ahora interesa, 
la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica, modificó determinados preceptos de la 
Ley 2/1994 con el propósito de avanzar «en la facilitación y abaratamiento de las operaciones de novación y 
subrogación hipotecaria». Se estableció un nuevo sistema de cálculo de los honorarios notariales y registrales 
(que ya habían sido adaptados a la Ley 2/1994 por el Real Decreto 2616/1996 ( RCL 1996, 3112) ) y se extendió 
la posibilidad de ampliación del plazo a los supuestos de subrogación sin consentimiento del acreedor. No 
obstante, la Ley mantuvo sin ninguna modificación el ámbito de aplicación a los préstamos hipotecarios. Las 
exclusivas menciones a este contrato se contienen igualmente en la normativa arancelaria citada.  
  El siguiente hito legislativo viene constituido por la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la que se modifica 
la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y 
financiero, la que supuso una más intensa reforma.  
  En su exposición de motivos expresa como función de la nueva Ley el fomento del «crecimiento del 
mercado de títulos hipotecarios, por un lado, y que no se discrimine regulatoriamente entre las diferentes opciones 
de préstamo o crédito hipotecario abiertas a los clientes por el otro». Y más adelante: «Uno de los objetivos de la 
presente Ley es alcanzar la neutralidad en el tratamiento regulatorio de los diversos tipos de créditos y préstamos 
hipotecarios ofertados en el mercado».  
  Asimismo dice: «En el Capítulo V se realizan las actuaciones relativas al cálculo de los costes 
arancelarios relativos a los préstamos o créditos hipotecarios. Todo ello con el objetivo general de reducir y 
fomentar la transparencia de los costes de transacción de las operaciones del mercado hipotecario. Teniendo en 
cuenta la regulación establecida por la Ley 36/2003, de 11 de noviembre , de medidas de reforma económica, 
relativa a los costes arancelarios de las escrituras de novación modificativa y de subrogación de los préstamos 
hipotecarios, se debe seguir profundizando en la transparencia y reducción de los citados aranceles, así como 
extender dichas bonificaciones al caso de las cancelaciones que no tienen como finalidad la subrogación y a los 
créditos hipotecarios».  
  El procedimiento empleado por el legislador, en lo que ahora interesa, alcanza al establecimiento de un 
nuevo régimen de la compensación por amortización anticipada al que dedica el Capítulo IV, compuesto por los 
arts. 7 , 8 y 9, y en la modificación de la Ley 2/1994 . Aquellos se refieren indistintamente a los créditos y a los 
préstamos hipotecarios, si bien , en una interpretación restrictiva, podría entenderse circunscrito a los formalizados 
con posterioridad a su entrada en vigor, como ocurre en el caso aquí enjuiciado , constituido por escritura pública 
otorgada ante el Notario de Madrid don Ignacio Paz Ares Rodríguez en fecha 19.05.2008.  
  Las innovaciones sobre la Ley 2/1994 afectan a varios preceptos. Esencialmente, el art. 9 amplía la 
potestad de «modificación de préstamos hipotecarios» a otras condiciones además de los intereses y el plazo. El 
art. 2 regula nuevamente el procedimiento de subrogación y las relaciones entre las entidades bancarias, y el art. 8 
establece una nueva regulación de los costes arancelarios, es decir, de los honorarios notariales y registrales en la 
subrogación, novación modificativa y cancelación.  
  Así, en este último artículo se contiene una clara identificación entre créditos y préstamos hipotecarios.  
  Así se hace referencia a los créditos en el nuevo párrafo segundo del art. 2 en relación a la concurrencia 
sobre una misma finca de más de un crédito o préstamo hipotecario inscrito a favor de la misma entidad 
acreedora, para lo que exige la subrogación en todos ellos.  
  Siguiendo el iter cronológico de las sucesivas modificaciones normativas en esta materia, en el año 2009 
se dictan dos normas.  
  En primer término fue promulgada la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con 
los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de 
contratos de préstamo o crédito.  
  En su preámbulo la Ley indica que «Cuando estos créditos o préstamos hipotecarios son concedidos por 
las entidades de crédito, sujetas a la supervisión del Banco de España, se cuenta con una regulación específica 
en materia de subrogación y modificación de préstamos hipotecarios y en materia de transparencia de las 
condiciones financieras de los préstamos hipotecarios, contenida, respectivamente, en la Ley 2/1994, de 30 de 
marzo , sobre subrogación y modificación de préstamos hipotecarios, y en la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre 
transparencia de las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios». El art. 5.2 a ) establece que «En los 
préstamos o créditos hipotecarios será de aplicación lo dispuesto en materia de compensación por amortización 
anticipada por la legislación específica reguladora del mercado hipotecario, salvo que se tratara de préstamos o 
créditos hipotecarios concedidos con anterioridad al 9 de diciembre de 2007 y el contrato estipule el régimen de la 
comisión por amortización anticipada contenido en la Ley 2/1994, de 30 de marzo , sobre subrogación y 
modificación de préstamos hipotecarios, en cuyo caso, será éste el aplicable».  
  De esta dicción se desprende, de forma ya inequívoca que, para el legislador de 2009, la Ley 2/1994 
comprende ambos contratos.  
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  Aún resultan de más claridad, si cabe, los términos en los que se pronuncia el Real Decreto 716/2009, de 
24 de abril, por el que se desarrollan determinados aspectos de la Ley 2/1981, de 25 de marzo , de regulación del 
mercado hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero.  
 
  En su Disposición Adicional Segunda, sobre el ejercicio de la subrogación y del derecho a enervar, 
dispone:  
 
  1. La entidad financiera dispuesta a subrogarse en los términos previstos por el art. 2 de la Ley 2/1994, de 
30 de marzo , de subrogación y modificación de préstamos hipotecarios deberá incluir en la notificación de su 
disposición a subrogarse que ha de realizar a la entidad acreedora, la oferta vinculante aceptada por el deudor, en 
los términos previstos en la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las condiciones financieras de 
los préstamos o créditos hipotecarios .  
  2. La entidad acreedora que ejerza su derecho a enervar la subrogación en los supuestos en que el 
deudor subrogue a otra entidad financiera, de conformidad con el art. 2 de la Ley 2/1994, de 30 de marzo , de 
subrogación y modificación de préstamos o créditos hipotecarios deberá comparecer por medio de apoderado de 
la misma ante el notario que haya efectuado la notificación a que se refiere el articulo citado, manifestando, con 
carácter vinculante, su disposición a formalizar con el deudor una modificación de las condiciones del préstamo o 
crédito que igualen o mejoren la oferta vinculante. A tal efecto la entidad acreedora deberá trasladar, en el plazo 
de 10 días hábiles, por escrito al deudor una oferta vinculante, en los términos previstos en la Orden de 5 de mayo 
de 1994, sobre transparencia de las condiciones financieras de los préstamos o créditos hipotecarios, en la que, 
bien iguale en sus términos las condiciones financieras de la otra entidad, o bien mejore las condiciones de la 
oferta vinculante de la otra entidad.  
 
  Por otro lado, su regulación da a entender que el art. 2 de la Ley 2/1994 recae sobre ambos contratos.  
  Por tanto y , en conclusión, no podemos sino colegir que la normativa citada a la que se remite la ley 
reguladora del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados se refiere 
indistintamente a los préstamos y a los créditos hipotecarios.  
  Y ello no significa aplicación analógica del beneficio fiscal que declara exento de la modalidad de actos 
jurídicos documentados la novación modificativa de préstamos y créditos hipotecarios en los términos fijados por la 
ley sino mera interpretación de la norma atendiendo a los tradicionales criterios enunciados en su día por Savigny , 
a saber, gramatical, lógico ,teleológico, histórico y sistemático.  
  A este respecto conviene traer a colación la doctrina jurisprudencial sobre esta materia, glosada, entre 
otras , en la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 9 de febrero de 2002 ( recurso:7584/1996 ), en 
la que se dice :  
  A este respecto debe observarse que el espíritu y finalidad de la norma contenida en el artículo 23 ( ley 
general tributaria de 1963 , ART.14 de la vigente Ley 58/2003, de 17 Diciembre General Tributaria ) es el de servir 
a los objetivos perseguidos por el legislador, destacados en la Exposición de Motivos de la propia Ley ... Estamos 
haciendo una interpretación estricta del precepto, y no extensiva, ni mucho menos analógica, siempre prohibida 
por el arto 23.3 LGT." ;  
  El Alto Tribunal en su sentencia de 24 de abril de 1999 (nº de recurso: 5411/1994 ) señala, con respecto a 
la aplicación de una exención, que " ... El principio de interdicción de la analogía, sancionado por el artículo 23.3 
de la Ley General Tributaria , no es de aplicación en el presente supuesto, en que sólo se trata de indagar el 
verdadero sentido de una norma ... El espíritu y finalidad de la norma contenida en el artículo 15 es el de servir a 
los objetivos perseguidos por el legislador, destacados en la Exposición de Motivos de la propia ley. .. Estamos, 
por tanto, en un supuesto de interpretación estricta de los preceptos cuestionados, sin que en ningún momento 
pueda hablarse de la aplicación analógica de un beneficio fiscal, siempre prohibida por la Ley General Tributaria 
en su artículo 23.3. " .  
  Al sentido en la interpretación de la norma se refiere el Alto Tribunal en su sentencia de 12 de diciembre 
de 1985 (RJ\1985\6243), cuando afirma que " .. No puede aceptarse la ya superada tesis del apelante de que las 
normas que conceden beneficios tributarios han de ser aplicadas restrictivamente. Esta tesis ha sido superada por 
una reiterada doctrina de esta Sala, según la cual no procede acudir a la interpretación de las normas con criterios 
predeterminados, sino procurando que siempre se cumpla la finalidad que la norma persigue".  
  No se puede pues confundir los criterios o principios interpretativos aplicables en materia de exención con 
la posibilidad de que las normas sean, o no, integradas mediante recursos analógicos. Así el Tribunal Supremo en 
su sentencia de 10 de abril de 2001 (nº recurso: 53/1996 ) indica que ti ... definida en el artículo 4 del Código Civil , 
supone la aplicación de un régimen jurídico previsto para unos determinados hechos o situación a otros distintos, 
para los que no existe consecuencia legalmente prevista y que presentan con aquéllos evidente identidad de 
razón; y distinta es la interpretación judicial, en cuyo curso el Juzgador, analizando a la luz de los criterios 
interpretativos que le reconoce y concede la Ley, llega a la conclusión, jurídicamente fundada, de que el supuesto 
de hecho está dentro del campo de aplicación de la norma interpretada" .  
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  En efecto, como ya pusiera de relieve la mejor doctrina en los primeros años de la década de los 70, tal 
planteamiento (el de la interpretación restrictiva de las exenciones) encierra una lamentable confusión acerca del 
verdadero significado del art. 14 de la Ley General Tributaria , pues una cosa es la analogía y otra la interpretación 
de las normas jurídicas.  
  Así, mientras que la primera es una actividad de integración del ordenamiento por la que se extiende una 
norma a presupuestos de hecho no contemplados implícita o explícitamente por ella, la segunda tiene por objeto 
conocer el sentido, alcance y finalidad de la norma. Partiendo de esta elemental distinción necesariamente habrá 
que convenir en que la llamada interpretación analógica no es tal, puesto que no se trata de una actividad dirigida 
a desentrañar el sentido de la norma, esto es, interpretativa, sino a integrar o completar las llamadas lagunas del 
derecho. Esta actividad exige, como es evidente, la previa interpretación de la norma que se pretende aplicar al 
supuesto de hecho no regulado, pero no por ello deben confundirse ambos fenómenos.  
  Lo prohibido por el arto 23.3 de la Ley General Tributaria es el recurso a la analogía para extender más 
allá de sus términos el ámbito de las exenciones y bonificaciones tributarias.  
  Dicho precepto no establece, sin embargo, ningún criterio específico de interpretación de las normas 
constitutivas de exenciones o bonificaciones, las cuales deberán ser interpretadas con arreglo a los mismos 
criterios o métodos que el resto de las normas tributarias; criterios que, a su vez, no difieren en nada de los 
empleados normalmente para la interpretación de las normas jurídicas en general, pues no en vano el apartado 1° 
del citado precepto dispone que «las normas tributarias se interpretarán con arreglo a los criterios admitidos en 
Derecho», lo que conlleva una remisión al arto 3.1 del Código Civil.  
  De aquí se extrae que el art.14 de la Ley General Tributaria en modo alguno afecta a la interpretación de 
las exenciones o, dicho con otras palabras, que las normas sobre exenciones y bonificaciones no presentan, 
desde el punto de vista interpretativo, especialidad alguna en relación con el resto de las normas tributarias, por lo 
que la interdicción de la analogía no exige o comporta la necesidad de adoptar «a priori» ningún criterio de 
interpretación que conduzca a un resultado restrictivo -8 estricto.  
  Con palabras del Tribunal Supremo , no procede acudir a la interpretación de las normas tributarias (de 
ninguna norma tributaria, y por tanto tampoco de las que conceden beneficios fiscales) con criterios 
preconcebidos, sino procurando que siempre se cumpla la finalidad que la norma persigue.  
  El hecho de que hasta época reciente se haya seguido manteniendo en la jurisprudencia el postulado de 
la interpretación estricta o restrictiva de las normas que establecen exenciones o bonificaciones tributarias es 
consecuencia, en la mayoría de los casos, de un mero defecto terminológico, ya que lo que en realidad se 
pretende evitar en la jurisprudencia es la extensión analógica de estas normas.  
  Así, no cabe obviar que , desde un punto de vista del hecho imponible, ya el art. 15 del texto refundido 
que regula el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados dispone que "1.- la 
constitución de las fianzas y de los derechos de hipoteca, prenda y anticresis, en garantía de un préstamo, 
tributarán exclusivamente por el concepto de préstamo .  
  2.- Se liquidarán como prestamos personales las cuentas de crédito , el reconocimiento de deuda y el 
depósito retribuido".  
  Del mismo modo el art. 25 del Real Decreto 828/19995 por el que se aprueba el reglamento del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados dice en su número 2 :" se liquidarán como 
prestamos personales las cuentas de crédito , el reconocimiento de deuda y el depósito retribuido, con aplicación, 
en su caso , de lo dispuesto en el apartado anterior".  
  En conclusión, entendemos que la exención prevista en el art. 9 párrafo primero de la ley 2/1994 sobre 
Subrogación y Modificación de Préstamos Hipotecarios comprende los créditos hipotecarios."  
 
  Quinto. 
 
 Por lo tanto y, al igual que se dijo en la indicada Sentencia de esta Sala de fecha 18 de enero de 2013 no 
estamos ante un supuesto de la extensión por analogía de una norma a un supuesto similar sino aplicando una 
interpretación de la exención realizada por el propio legislador en las exposiciones de motivos de las normas, 
interpretación auténtica de la que resulta su clara voluntad de equiparar, en las reformas sucesivas de la ley 
2/1994, el tratamiento de los prestamos y créditos hipotecarios, incluso en bonificaciones, veamos " como función 
de la nueva Ley el fomento del «crecimiento del mercado de títulos hipotecarios, por un lado, y no se discrimine 
regulatoriamente entre las diferentes opciones de préstamo o crédito hipotecario abiertas a los clientes por el 
otro». Y más adelante:«Uno de los objetivos de la presente Ley es alcanzar la neutralidad en el tratamiento 
regulatorio de los diversos tipos de créditos y préstamos hipotecarios ofertados en el mercado». Asimismo 
dice:«En el Capítulo V se realizan las actuaciones relativas al cálculo de los costes arancelarios relativos a los 
préstamos o créditos hipotecarios. Todo ello con el objetivo general de reducir y fomentar la transparencia de los 
costes de transacción de las operaciones del mercado hipotecario. Teniendo en cuenta la regulación establecida 
por la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica, relativa a los costes arancelarios de 
las escrituras de novación modificativa y de subrogación de los préstamos hipotecarios, se debe seguir 
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profundizando en la transparencia y reducción de los citados aranceles, así como extender dichas bonificaciones 
al caso de las cancelaciones que no tienen como finalidad la subrogación y a los créditos hipotecarios»  
 Luego si la Ley 2/1994 se refiere a ambos, según voluntad del legislador, y el art. 45 de del Texto 
Refundido del ITP y AJD se remite a las bonificaciones de dicha ley, resulta que se remite a las bonificaciones de 
dicha ley, tal y como las ha entendido el legislador, lo que por lo demás dejando a un lado las deferencias teóricas 
es acorde a la realidad de cómo se entienden y aplican ambas figuras jurídicas.  
 
 Sexto. 
 
  Aunque se estima la demanda dado el debate jurídico existente no procede una especial imposición de 
costas, de conformidad con el art. 139.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa .  
 
 VISTOS los artículos citados y demás de pertinente y general aplicación la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, con sede en Burgos, ha dictado el siguiente: 
  
 

 
FALLO 

 
  Estimar el recurso contencioso administrativo número 155/12 interpuesto por la mercantil "Aran 4 
Promotora, S.L., representada por la Procuradora Dª. Claudia Villanueva Martínez y defendida por el Letrado D. 
Alfonso S. Holgado Mediavilla contra la Resolución del Tribunal Económico Administrativo Regional de Castilla y 
León, Sala de Burgos, de fecha 27 de febrero de 2012, que se describe en el encabezamiento de la presente 
Sentencia, y en el que ha intervenido como parte demandada la Junta de Castilla y León, representada y 
defendida por sus Servicios Jurídicos, debiendo declarar:  
 
 Primero. 
 
  Que la Resolución recurrida es contraria a derecho por lo que debe ser anulada y la anulamos.  
 
 Segundo. 
 
  Que no procede imponer las costas de este recurso a ninguna de las partes.  
 
 Contra esta resolución no cabe interponer recurso ordinario alguno. 
 Una vez firme esta sentencia, devuélvase el expediente administrativo al Órgano de procedencia con 
certificación de esta resolución para su conocimiento y ejecución. 
 Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 
 PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la sentencia anterior por el Ilmo Magistrado Ponente Sr. D. Luis 
Miguel Blanco Dominguez, en la sesión pública de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León (Burgos) a once de Abril de dos mil trece, de que yo el Secretario de la Sala 
Certifico. 
 
El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el Centro de 
Documentación Judicial (CENDOJ). La Editorial CEF, respetando lo anterior, introduce sus propios marcadores, 
traza vínculos a otros documentos y hace agregaciones análogas percibiéndose con claridad que estos elementos 
no forman parte de la información original remitida por el CENDOJ. 


